PROYECTO DE COMUNICACIÓN

    La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, solicite al Poder Ejecutivo Nacional que propicie la plena vigencia y efectividad de la gratuidad del primer Documento Nacional de Identidad, contemplado en la Convención de los Derechos del Niño -artículos 7.1, 8.1 y 2- y en el Tratado de Derechos Civiles y Políticos –artículo 24, inciso 2)- incorporados a la Constitución Nacional, en la reforma del año 1994 -artículo 75, inciso 22).

Señor Presidente:

                             Todo recién nacido tiene derecho a tener “su lugar en el mundo”.  Ese derecho incluye una identidad, lo que implica un nombre, una familia, una nacionalidad, una cultura y le permite sentir que “es el que es”.

    La identidad es, según Erikson –psicoanalista de origen danés-, la necesidad de adquirir un claro sentido de sí mismo.

    El sentido del “YO” proporciona unidad a la personalidad, en el transcurso del tiempo.

    La imagen del “YO” está asociada a la Historia, que deja su huella en toda su existencia.  Nace sobre un pasado y un presente y se proyecta en un futuro.  Este devenir temporal –pasado, presente y futuro personal- colectivo, es un complejo entramado de relaciones de tipo social, político, ideológico, económico y sucesos institucionales que, paulatinamente, pasan a formar parte del interior de la subjetividad y a funcionar como un regulador de la identidad personal.

    El documento de identidad es un instrumento legal por el cual se reconoce esa identidad personal.

    Una importante normativa internacional y nacional –tal como ha sido consignado en el artículo publicado por el diario “El Litoral” de fecha 04 de junio de 2003: “El primer D.N.I.  de los niños debe ser gratuito”. Avalan lo expresado:

· Convención sobre los Derechos del Niño -artículos 7.1, 8.1 y 2- incorporada al artículo 75, inciso 22) de la Constitución Argentina, y aprobada por la Ley Nacional n° 23.849.  La Ley Nacional n° 25.043  enmienda al párrafo 2 del artículo 43 de dicha Convención. 

· Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos-artículo 24 inciso 2), también incorporado a nuestra Carta Magna -art. 75 inciso 22).

    Todo ello, implica la universalidad del derecho a una identificación personal, necesitando del concurso de un documento público.  El logro de ese derecho supone una cobertura gratuita.

    Sin embargo, los Decretos nº 1.174 y su ampliatorio nº 1.588, condicionan ese derecho y remiten su tratamiento a la Ley Nacional nº 17.671 -Capítulo IX, Sección I, artículo 29 y Sección II, artículo 30, inciso b).

    El Doctor Andrés Sardi, autor  del artículo periodístico, sostiene que los trámites burocráticos relacionados con el certificado de pobreza tienen un costo económico no calculado y su obtención es engorrosa y humillante.

    Por lo expuesto, solicito de mis pares la aprobación al presente proyecto. 

